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Resumen 

El mundo enfrenta con urgencia la necesidad de una “transformación verde”, que implica no solo una transi-
ción hacia el uso de energías renovables y la reducción de la pérdida de biodiversidad, sino también un pro-
fundo cambio social hacia la justicia social y la sostenibilidad. Ello requiere de compromisos sociales entre 
élites y sectores populares que permitan construir instituciones fuertes para implementar cambios. América 
Latina afronta enormes desafíos para aumentar la igualdad, la justicia y la sostenibilidad, pero también puede 
jugar un papel fundamental en la transformación verde global. La región también se caracteriza por tener 
élites robustas, fuertes movimientos socioambientales y profundos conflictos ambientales, que dificultan los 
compromisos sociales. Este documento analiza las reacciones de las élites al acuerdo regional más avanzado 
sobre regulación ambiental y resolución de conflictos, el Acuerdo de Escazù. En muchos países, las élites se 
opusieron con vehemencia, arguyendo la injerencia sobre su soberanía nacional, pero rechazando particular-
mente las implicaciones institucionales del acuerdo que suponen un mayor compromiso para permitir la par-
ticipación popular. A esto se opusieron las élites económicas de los países democráticos (Chile, Colombia, 
Costa Rica y Perú), así como las élites gubernamentales de los países autoritarios (El Salvador y Venezuela). 
Sin embargo, en varios casos, la oposición de las élites fue superada gracias a la movilización social y al diálogo. 
Este documento analiza los aprendizajes de las reacciones de las élites al Acuerdo de Escazú ante futuros com-
promisos sociales como base para el surgimiento de Estados transformadores en América Latina. 
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Abstract 
 
The world is urgently facing the need for a “green transformation”, involving not only a transition to-
wards the use renewable energy and reduction of biodiversity loss, but a deep social change towards 
social justice and sustainability. Such action requires social compromises between elites and popular 
sectors that allow the building of strong institutions to implement changes. Latin America is faced with 
huge tasks to increase equality, justice and sustainability, but it also plays a pivotal role in the global 
green transformation. The region is further characterized by both strong elites, strong socio-environ-
mental movements and deep environmental conflicts making social compromises difficult. This Wor-
king Paper discusses elite reactions to the most advanced regional agreement on environmental 
regulation and conflict resolution, the Escazù Agreement. In many countries, elites opposed it vehe-
mently referring to national sovereignty, but particularly rejecting the institutional implications of the 
agreement involving a stronger compromise to allow popular participation. This was opposed by eco-
nomic elites in democratic countries (Chile, Colombia, Costa Rica and Peru) as well as governmental 
elites in authoritarian countries (El Salvador and Venezuela). However, in various cases, elite opposition 
was overcome after popular mobilization and dialogue. The paper discusses what we can learn from 
elite reactions to the Escazú Agreement of importance for future social compromises as a basis for the 
emergence for transformative states in Latin America.  
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1. Introducción1  

El mundo necesita con urgencia una transformación verde. Esta no solo debería suponer una rápida 
transición hacia las energías renovables, sino también un descenso generalizado de las emisiones que 
afectan al clima, así como la protección de los recursos naturales para evitar la contaminación, una rá-
pida reducción de la biodiversidad y que se agoten de forma irreparable los recursos. Esta transforma-
ción verde pone a los gobiernos en una relación difícil con respecto a las élites económicas: por un lado, 
la transformación verde depende de grandes inversiones en energías renovables, y en una producción 
de bienes y servicios más sostenibles, inversiones que a menudo están controladas por dichas élites 
económicas. Por otro lado, también depende de la regulación —y, en algunos casos, incluso de prohi-
bición— de algunos negocios con el fin de reducir su impacto medioambiental. Por si eso fuera poco, 
los gobiernos también dependen del apoyo económico y político de estas mismas élites económicas, 
para poder cumplir con su papel de líderes en la transformación verde. Al mismo tiempo, sus apoyos 
y legitimidad general dependen también de que sean capaces de cumplir otros objetivos como la re-
ducción de la pobreza o la desigualdad.  
 
Latinoamérica se encuentra en una situación peculiar con respecto a la transición verde por al menos 
tres razones. En primer lugar, la región alberga el 50% de la biodiversidad mundial y casi el 60% de 
los bosques tropicales del mundo. Sin embargo, también posee las mayores reservas de petróleo del 
mundo, así como las de algunos de los recursos naturales clave necesarios para la transición energética: 
como el 60% de las reservas mundiales de litio, alrededor del 40% de las reservas mundiales de cobre 
y grandes cantidades de otros metales raros como el cobalto. Por lo tanto, la transformación verde de 
Latinoamérica no solo es importante para la región en sí misma, sino para todo el mundo.  
 
En segundo lugar, Latinoamérica alberga un gran número de movimientos medioambientales y so-
ciales que llevan mucho tiempo defendiendo modelos de desarrollo sostenible y que han inspirado 
movimientos medioambientales mundiales, como el movimiento del decrecimiento o llamamientos 
para redefinir el desarrollo hacia el buen vivir. Estos movimientos son indispensables a la hora de ejer-
cer la presión necesaria para lograr un giro hacia políticas más verdes.  
 
Sin embargo, Latinoamérica también se caracteriza por un tercer rasgo, unas élites especialmente po-
derosas y una larga historia de desigualdad en los recursos económicos, así como en el acceso a la po-
lítica y a la justicia (Rodríguez, 2018). En muchos países, estas élites deben su posición a una suma de 
su control sobre los recursos naturales y las instituciones públicas. Ciertamente, la peculiar naturaleza 
exclusiva y clientelista de muchos Estados de Latinoamérica se puede retrotraer al apoyo que han pres-
tado a la exportación orientada hacia la extracción de recursos (Coronil, 1997; Saylor, 2012; Acemoglu 
y Robinson, 2013). Esto ha dado como resultado Estados desiguales en términos de distribución geo-
gráfica de la riqueza y que reproducen múltiples desigualdades (López, 2018). Una de las consecuen-
cias de esto es una violencia ampliamente extendida contra los defensores del medioambiente. De 

1  Este documento se enmarca en el proyecto conjunto entre Oxfam Intermón y la Fundación Carolina: “Pactos sociales y trans-
formación justa: visiones cruzadas desde América Latina y la Unión Europea sobre la triple transición”.



hecho, los cuatro países del mundo con un mayor número de asesinatos per cápita de defensores del 
medioambiente están en Latinoamérica, y es en esta región donde se produce alrededor del 70% de 
los asesinatos de estos activistas a escala global (Galarraga, Hernández y Salinas, 2022). 
 
Por lo tanto, la transformación verde en Latinoamérica depende de algo más que de la implementación 
de políticas medioambientales. Requiere de una transformación institucional hacia Estados más in-
cluyentes que se basen menos en la extracción de recursos y que sean capaces de cooperar con las élites 
económicas, pero también de regularlas. De igual manera que los Estados del bienestar del siglo XX 
dependían tanto de la presión que ejercían los movimientos obreros y las organizaciones de la sociedad 
civil como de acuerdos con las élites (Bull, 2007 y 2019), el surgimiento de un Estado verde va a de-
pender de la presión de los movimientos medioambientales (Eckersley, 2004) y de amplios acuerdos 
con las élites. Por lo tanto, es importante comprender qué puede motivar a las élites para que contri-
buyan a semejantes compromisos.  
 
Latinoamérica tiene múltiples ejemplos de intentos de iniciar acuerdos sociales. Entre los acuerdos 
socioambientales hay uno que destaca por su importancia y por ser especialmente avanzado: se trata 
del Acuerdo de Escazú2. Este acuerdo regional fue firmado en 2018 por 24 países de Latinoamérica y 
el Caribe, y se centra en el acceso a la información, el derecho de participación y el refuerzo institu-
cional en asuntos medioambientales. Como tal, el acuerdo propone un cambio institucional que re-
fuerce la democracia medioambiental con el objetivo de lograr una transformación socioambiental 
más que exigir políticas medioambientales concretas. No es de sorprender que el acuerdo haya en-
contrado una gran resistencia. Entre los oponentes destacan dos grupos: las élites empresariales de 
los países democráticos (especialmente en Perú, Costa Rica, Chile y Colombia) y las élites guberna-
mentales de los países autoritarios (como Venezuela y El Salvador). Sin embargo, en algunos países, 
las élites empresariales estuvieron en su mayoría a favor o no lanzaron campañas organizadas en con-
tra. ¿Cómo se explica esto? ¿Y qué podemos aprender de la experiencia del Acuerdo de Escazú sobre 
la disposición de las élites a entrar en acuerdos sociales para la transición verde?  
 
En este documento se tratarán precisamente estos asuntos. Pero antes de abordar ese tema se hablará 
de lo que la autora entiende por transición verde y se comentarán algunos conceptos de la teoría de 
las élites que pueden arrojar algo de luz sobre la diferente disposición de estas a entrar en amplios 
acuerdos sociales para la transición verde. Posteriormente, se hará una breve introducción al Acuerdo 
de Escazú. La parte central del informe consiste en una discusión sobre la reacción de las diferentes 
élites al mismo y cómo se pueden explicar.  
 
 
2. Una transformación verde: diferentes interpretaciones 

No existe un consenso sobre en qué consiste realmente una transformación verde. En el actual debate 
global al respecto, la principal diferencia se está dando entre una posición que defiende una vía de de-
sarrollo sostenible o crecimiento verde, y aquellos que proponen un decrecimiento. El desarrollo sos-
tenible, como propone el informe Brundtland, es definido en términos generales como “un desarrollo 
que permita satisfacer las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las futuras ge-
neraciones de satisfacer sus propias necesidades”. Si bien esta definición queda abierta a múltiples in-
terpretaciones, conlleva el mantenimiento del progreso tecnológico, del desarrollo económico y de la 
modernización, mientras se va incrementando la sostenibilidad de la producción (Brundtland, 1987). 

2  El nombre completo es Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe. 
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Esto ha dado origen a las ideas de modernización ecológica, según las cuales no habría una compen-
sación de suma cero entre la prosperidad económica y los problemas medioambientales. De hecho, la 
protección medioambiental no tendría por qué ser una carga para la economía, sino más bien al con-
trario, constituiría una potencial fuente de futuro crecimiento (Hajer, 1995; Weale, 1992).  
 
Esta postura se basa en la creencia de que se puede desvincular el crecimiento económico del uso de 
recursos naturales (Asafu-Adjaye et al., 2015; Ekins, 1999). Se trata de ideas que parecen hundir sus 
raíces en el informe del Club de Roma (Limits to Growth [Los límites del crecimiento], 1972), que advertía 
contra el continuo incremento en el uso de recursos naturales, planteando que acabaría llevando al 
agotamiento de los mismos y a un desplome de los estándares de vida. Sin embargo, no abogaba por 
frenar el crecimiento, sino más bien por orientarlo hacia actividades menos intensivas en su consumo 
de recursos, a la par que por limitar el crecimiento de la población para reducir la presión sobre los re-
cursos naturales (Collste et al., 2021). La idea del desarrollo sostenible se basa de hecho en esto, al con-
siderar que el desarrollo sigue siendo un objetivo, aunque urge a una mayor redistribución y a 
actividades económicas que no agoten los recursos naturales (WCED, 1987). Ambos informes (Limits 
to Growth y Our common future [Nuestro futuro común]) (Meadows et al., 1972; Brundtland, 1987) parten 
de la premisa básica de que “todos estamos en el mismo barco” en lo que respecta a la necesidad de 
proteger la naturaleza para las futuras generaciones. Los planteamientos más recientes del crecimiento 
verde ponen especial énfasis en la necesidad de una transición orientada hacia fuentes de energía re-
novable, pero mantiene su fe en la ciencia moderna y en el desarrollo como herramienta para lograr 
una transformación verde, más que como un obstáculo para la misma (Stoknes, 2021).  
 
El decrecimiento, en cambio, se opone especialmente al argumento según el cual sería posible des-
vincular el crecimiento económico de los impactos medioambientales (Parrique et al., 2019). Esta ar-
gumentación se basa en un intento de tener en cuenta todos los insumos requeridos por la actividad 
económica, tanto en términos de energía como de materias primas. Al hacer esto, concluye que resulta 
imposible mantener un patrón de crecimiento continuo sin acabar agotando el medioambiente, por 
lo que tenemos que pensar maneras de fomentar el bienestar social fuera del crecimiento incesante 
(Haberl et al., 2020). El punto de partida de este planteamiento es que nos hallamos actualmente en el 
Antropoceno, una era de nuestro planeta en la que toda la naturaleza se está viendo profundamente 
impactada por la actividad humana (Crutzen, 2002), por lo que solo dejando de centrarnos en el cre-
cimiento podremos afrontar simultáneamente la crisis climática, la crisis de biodiversidad y la crisis 
social. Esto ha llevado a proponer un amplio programa de indicaciones y contraindicaciones con el fin 
de reducir (y, con el tiempo, detener) la extracción de hidrocarburos, limitar tanto la extracción de re-
cursos naturales no renovables (metales y minerales) como la producción de bienes que exijan un con-
sumo intensivo de recursos (como la producción de carne vacuna o de aceite de palma), así como otras 
actividades que estén agotando los recursos naturales, pero también con el fin de poner en marcha 
una economía circular y nuevas regulaciones que reduzcan el consumo y replanteen toda la organiza-
ción especialmente de las sociedades modernas, incluidas nuevas formas residenciales, de transporte 
y nuevas políticas monetarias que fomenten las transformaciones necesarias (Hickel, 2020).  
 
La propuesta latinoamericana por la justicia medioambiental y por una transformación social-ecoló-
gica concuerdan con muchos elementos de la agenda del decrecimiento. En el contexto latinoameri-
cano, esta hunde sus raíces en el informe del grupo de Bariloche (respuesta al informe Limits to 
Growth), que a su vez se inspira en la teoría de la dependencia y vincula la crisis ecológica en curso a 
un sistema global de extracción y explotación de recursos, además de adoptar teorías de justicia me-
dioambiental (Martínez-Alier et al., 2010; Estenssoro y Devés, 2013). Está en consonancia con el mo-
vimiento decrecentista (que, de hecho, ha inspirado) en la necesidad de buscar vías alternativas al 
crecimiento económico para asegurar el bienestar social, pero es aún más escéptico que este en lo que 
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respecta al uso de la ciencia moderna y al desarrollo de soluciones de mercado para asegurar una trans-
formación verde (Alimonda, 2011; Porto-Goncalvez y Leff, 2015). Mientras el movimiento decrecen-
tista rechaza la posibilidad de desvincular el crecimiento económico de sus impactos ambientales, las 
propuestas de justicia medioambiental van más allá, intentando desvincular el desarrollo local y na-
cional de los mercados globales. En resumidas cuentas, Denzin, Cálix y Martner describen la trans-
formación social-ecológica como sigue:  
 

Entendemos la transformación social-ecológica (TSE) como un proceso de cambio sistémico de 
la configuración de la relación sociedad-naturaleza y de la estructura de posiciones sociales que 
—en las condiciones dadas de cada sociedad— genere círculos virtuosos entre la suficiencia de 
la provisión de bienes básicos, una mayor igualdad, el paradigma de la transformación social-
ecológica distributiva y el mejoramiento de la capacidad de reposición de los ecosistemas (Den-
zin, Cálix y Martner, 2020: 43). 

Según estos autores, toda transformación social-ecológica es al mismo tiempo económica, política, 
social y cultural, y debe reorientar a la sociedad hacia la igualdad, la democracia, la ética de los cuida-
dos y la sostenibilidad como valores centrales. Esto refleja tanto una agenda global por una transfor-
mación social, plasmada en la “agenda del decrecimiento” (Hickel, 2020), como agendas particulares 
que están emergiendo de diversas fuentes y movilizaciones sociales en Latinoamérica, que incluyen 
los planteamientos del buen vivir y del posdesarrollo (Radcliffe, 2012; Gudynas, 2011; Escobar, 1992).  
 
Pero existen grandes diferencias entre todas estas propuestas en lo relativo a varios temas de la agenda 
por una transformación verde. Todas concuerdan, ciertamente, en que es necesaria una transición 
hacia un mayor uso de energías renovables. Aunque las emisiones de Latinoamérica se hallan muy por 
debajo de la media global, si descontamos su actividad exportadora3, esta región también ha firmado 
los compromisos globales al respecto. El cambio hacia las renovables es, pues, destacado en todas las 
versiones de una transición verde, pero con matices. Mientras que los partidarios del crecimiento verde 
se centran en la necesidad de atraer inversiones suficientes en energía renovable para reducir las emi-
siones de carbono, los decrecentistas y los defensores de la justicia medioambiental insisten más en 
la reducción del consumo energético y en la supresión, o por lo menos reducción drástica, de la pro-
ducción de hidrocarburos.  
 
La cuestión del control de la contaminación es uno de los temas más antiguos de la agenda medioam-
biental. Incluye puntos como el control de la calidad del aire urbano, así como de la contaminación del 
agua y del suelo debido a actividades como la minería, la extracción de hidrocarburos y la agricultura 
de exportación. Las tres corrientes medioambientalistas están de acuerdo en la mayoría de estos pun-
tos. Subsisten no obstante desacuerdos en torno a los beneficios de ciertas tecnologías de aumento de 
la productividad (como las modificaciones genéticas, por ejemplo), que suelen ser rechazadas por los 
decrecentistas, pero apoyadas por los partidarios del crecimiento verde, que defienden la necesidad 
de incrementar determinadas producciones, por ejemplo, la de alimentos.  
 
En segundo lugar, la reducción del consumo y la economía circular son propuestas universalmente 
aceptadas, pero también con diversos matices. Puesto que los partidarios del crecimiento verde no 
persiguen la reducción del crecimiento como tal, suelen centrarse únicamente en la reducción del con-
sumo de productos que conlleven altas emisiones y de aquellos sectores productivos altamente con-
taminantes. Los decrecentistas, por su lado, ponen un mayor acento en la reducción del consumo en 

3  Esta región alberga el 8% de la población mundial, pero solo es responsable del 4,65% de las emisiones globales, si no tenemos en 
cuenta las emisiones derivadas de las actividades de exportación, que de incluirse aumentan considerablemente esta cifra. Estas activi-
dades provocan el 18% de las emisiones de Latinoamérica, que exporta el 45% del petróleo y el 58% del carbón producidos en la región.
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general mediante, entre otras, regulaciones industriales que obliguen a producir bienes más duraderos 
y reparables, así como la obligatoriedad del reciclaje. Los defensores de la justicia medioambiental, 
por su lado, insisten mucho en el apoyo a la producción a pequeña escala en sectores como el agrícola, 
por ejemplo.  
 
El tercer punto son los matices diferentes que dan a la protección de la biodiversidad y a la reducción de 
la pérdida de naturaleza. De acuerdo con la Plataforma Intergubernamental sobre la Diversidad Bio-
lógica y Servicios relacionados con el Ecosistema (IPBES, por sus siglas en inglés), Latinoamérica al-
berga solo el 8% de la población mundial, pero representa hasta el 40% de la capacidad del ecosistema 
global de producción de bienes de consumo, incluidos entre estos los alimentos (IPBES, 2018). Tam-
bién posee una biocapacidad superior a la del resto del mundo. La región representa solo el 12% de la 
superficie terrestre planetaria, pero alberga hasta el 50% de sus bosques tropicales, y entre un tercio y 
la mitad de las diversas especies animales (incluidos pájaros, mamíferos, reptiles y anfibios) (Denzin, 
Cálix y Martner, 2020). Cómo gestionar esto supone una potencial fuente de conflictos entre las tres 
corrientes medioambientalistas. Al plantear un mantenimiento del crecimiento, la postura del desa-
rrollo sostenible tiende por ejemplo a centrarse en un incremento de la eficiencia de la agroindustria 
reduciendo sus cotas de contaminación, mientras que las posturas decrecentistas y de justicia me-
dioambiental tienden a enfatizar la conservación de la tierra y las formas autóctonas e indígenas de 
gestión de los recursos locales y de la producción agrícola.  
 
La cuestión de la reducción en la extracción de recursos no renovables también está sujeta a controversias. 
Para empezar, porque la producción de hidrocarburos constituye una fuente muy importante de in-
gresos para muchos países latinoamericanos, que no solo han enriquecido a sus élites, sino que tam-
bién han sido redistribuidos a las capas más empobrecidas. Por otro lado, la controversia también se 
debe a que la transición a energías renovables depende en gran medida de la extracción de recursos 
no renovables en Latinoamérica. El litio, el cobre y el cobalto latinoamericanos son necesarios para la 
producción de baterías y de infraestructuras destinadas a la producción de energía renovable en todo 
el mundo. Sin embargo, su extracción resulta altamente contaminante, consume muchos recursos hí-
dricos y acapara tierras. Pero las estrategias de crecimiento verde no conceden mucho peso a estos in-
convenientes en comparación con los beneficios derivados de asegurar una transición a las energías 
renovables, mientras que los decrecentistas, así como los defensores de la justicia medioambiental, 
son muy críticos con la extracción de recursos aunque su propósito sea contribuir a la transición a las 
renovables o la reducción de la pobreza (Svampa, 2013).  
 
Pero tal vez el tema más controvertido de esta agenda sea cómo combinar los cambios en las políticas 
medioambientales con una transformación de la sociedad hacia una menor desigualdad y pobreza. No 
son estos objetivos en sí los que generan controversia; la polémica radica en hasta qué punto se consi-
dera que los mismos requieren cambios más o menos profundos en el modelo de desarrollo. Los par-
tidarios del crecimiento verde tienden a enfocar las soluciones a las desigualdades en la superación 
de la brecha de productividad entre grupos de altos ingresos y grupos de bajos ingresos, como se ejem-
plifica en la agenda de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) por la igualdad 
(ECLAC, 2014), mientras que las otras corrientes abogan por profundas reformas no solo de los mo-
delos dominantes de desarrollo, sino del capitalismo en sí. De hecho, la cuestión de si es preferible su-
perar el capitalismo o reformarlo ha dividido a los medioambientalistas de todo el mundo (Scoones, 
Leach y Newell, 2015).  
 
Y esto nos lleva a un último punto de controversia: las instituciones y la gobernanza medioambiental. 
Mientras que todas las corrientes arriba mencionadas concuerdan en la importancia del Estado de de-
recho y de regular la explotación de los recursos medioambientales, hay posicionamientos diferentes 
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en lo que respecta al grado en que esta gobernanza medioambiental debe basarse en mecanismos de 
autorregulación, así como a la importancia de una amplia participación local, incluyendo en la misma 
a las poblaciones indígenas. Y si bien casi nadie rechaza el derecho al consentimiento libre previo e 
informado de las comunidades indígenas —tal como establece la OIT en su convenio 169—, algunos 
defensores del crecimiento verde están dispuestos a confiar en la capacidad de las empresas para au-
toimponerse estándares y prácticas adecuadas. Es más, este debate en realidad versa sobre si es posible 
alcanzar una transformación total sin salirse del marco, a menudo limitado, de las democracias ac-
tuales. El movimiento por la justicia medioambiental va incluso más lejos, reclamando nuevas formas 
de participación y de gobernanza que superen los procedimientos de las democracias formales. Esto 
supondría un compromiso social que vaya más allá de acuerdos sobre medidas medioambientales es-
pecíficas, que también conlleve profundos cambios institucionales. 
 
 
3. Las élites y los obstáculos a una transformación verde en Estados  
con profundas desigualdades y desequilibrios  

Como se ha comentado en la introducción, Latinoamérica presenta tanto ventajas como desventajas 
particulares en la búsqueda de una transformación verde. Entre las ventajas hay una larga tradición 
histórica de pensamiento medioambientalista imbuida en unos amplios movimientos sociales en 
cuyas agendas se plantea la integración de numerosas demandas sociales en las propuestas de transi-
ción verde. Sin embargo, Latinoamérica se caracteriza también por Estados con grandes desequilibrios 
territoriales y que producen modelos muy segmentados de ciudadanía, participación política y redis-
tribución económica (López, 2018; O’Donnell, 1993; Luna, 2016). Son Estados que se han formado 
dando pábulo a unas élites que se han atrincherado en el poder, reproduciendo unas enormes desi-
gualdades a pesar de transformaciones históricas que han permitido la inclusión de nuevos grupos so-
ciales en la vida política, así como procesos de democratización (Levitsky, 2018; Brinks, Levitsky y 
Murillo, 2020). De hecho, este modelo de predominio de las élites ha supuesto que, tanto en el pasado 
como en la actualidad, resulte importante analizar los intereses, organización y participación política 
de las mismas para comprender el funcionamiento de las instituciones políticas latinoamericanas (Lip-
set y Solari, 1967; North y Clark, 2018). Por tanto, para comprender las posibilidades de emergencia 
de una transformación verde en la región, el análisis de las élites latinoamericanas es también de pri-
mordial importancia.  
 
Pero definamos primero qué entendemos por élites. Las élites pueden basarse en los recursos que con-
trolan (Etzioni-Halevy, 1997), en la influencia que tienen (Montecinos, 1996; Valdez, 2015) o en los 
puestos que ocupan (Bourdieu, 1984; Rovira, 2011; Mills, 1956). Para los fines de este artículo, se re-
currirá al denominado “enfoque basado en los recursos”, que define a las élites como “Grupos de per-
sonas que, gracias a su control de recursos económicos, políticos, sociales, organizacionales o 
simbólicos (experiencia y conocimientos), se mantienen en una posición privilegiada para influir, for-
mal o informalmente, en las decisiones y prácticas con implicaciones medioambientales claves” (Bull, 
2015). Si bien nos vamos a centrar principalmente en élites que controlan recursos económicos rele-
vantes (élites económicas), tendremos en cuenta además en qué medida controlan también otros re-
cursos, como los políticos y simbólicos. En este punto resulta especialmente importante decidir si 
definimos las élites como funcionales para la economía capitalista —como en los planteamientos mar-
xistas— o las concebimos como grupos que mantienen un control persistente sobre un amplio conjunto 
de recursos. En el primer caso, la denominación “élites” sería intercambiable con “clases dominantes”, 
que incluirían las élites empresariales, latifundistas y políticas, que suelen actuar en estrecha alianza 
(Nercesian, 2020; North y Clark, 2018; Cueva y Douglas, 2019). A veces, son también consideradas 
aliadas en una economía capitalista global, al participar en estructuras regionales y globales de pro-
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piedad de capitales (Sveinsdóttir, Aguilar-Støen y Bull, 2021; Segovia, 2006, 2021; Porras, 2021). No 
obstante, hay élites que dominan la economía gracias a su control de los recursos políticos. Esto se pro-
duce tanto en economías estatalizadas —actualmente, por ejemplo, en Venezuela (Bull, Rosales y Sut-
herland, 2021)— como en los periodos de transición de una economía controlada por el Estado a una 
economía de mercado, cuando los grupos que ya contaban con influencia política se dedican a copar 
los bienes que se van privatizando (Bull, 2005; Teichman, 1996; Teubal, 2004).  
 
La historia latinoamericana está llena de ejemplos de élites económicas que se han opuesto a reformas 
con importantes implicaciones medioambientales. Y lo han hecho por tres razones principales: las re-
formas conllevaban costes importantes, por lo que se han opuesto a mayores cargas fiscales para fi-
nanciarlas; las reformas requerían poner límites, poner en riesgo o encarecer sus operaciones 
económicas, o bien implicaban transferencias de poder a otros grupos sociales. Contamos con buenos 
ejemplos de esto en la oposición a regular la minería en Guatemala, a apoyar a los pequeños agricul-
tores en El Salvador, a limitar la producción petrolera en Ecuador o a frenar la deforestación en Brasil 
(Bull y Aguilar-Støen, 2015).  
 
Históricamente, su resistencia a los cambios puede en parte explicarse por unos modelos de desarrollo 
dependientes y porque sus fuentes de ingresos se basan en el capitalismo global. El control de los bie-
nes y activos en Latinoamérica se ha repartido tradicionalmente entre las empresas transnacionales, 
las élites locales y el Estado, actores que han ido modelando las estructuras económicas, especialmente 
los dos últimos (Schneider, 2013). Algunos de los sectores con un mayor impacto medioambiental, 
como la producción petrolera y minera, han estado en mayor medida controlados por los Estados y 
por empresas transnacionales, más que en el caso de otros sectores. A pesar de ello, incluso en estos 
casos las élites económicas locales también suelen participar de forma importante en dichas industrias, 
en la medida en que desempeñan todo un abanico de roles que van desde proveedores y propietarios 
de tierras, hasta puestos directivos o de mediación con las empresas transnacionales (Sveinsdóttir, 
Aguilar-Støen y Bull, 2021; Crabtree y Durand, 2017).  
 
Un argumento que se oye a menudo es que unas mayores regulaciones, o el cierre de sectores espe-
cialmente destructivos en términos medioambientales, conducirían a un desplome de las muy nece-
sitadas inversiones directas extranjeras. Este argumento perdería parte de su validez si —como 
defienden numerosos promotores del crecimiento verde— fluyeran a cambio nuevas inversiones hacia 
sectores como las energías renovables y las tecnologías de sostenibilidad (Ekins, 1999). Sin embargo, 
el problema de dicho planteamiento es que no avanzaría en la resolución de los profundos problemas 
que aquejan a unos países con grandes desigualdades y desequilibrios: si la transición verde se limita 
a nuevas inversiones en energías renovables y en sectores con un uso menos intensivo de recursos 
(como, por ejemplo, las nuevas tecnologías), se seguirán reproduciendo las enormes desigualdades 
de ingresos, así como los conflictos en torno a las tierras y el agua, de no institucionalizarse grandes 
reformas que contribuyan a una mayor redistribución de la riqueza y al refuerzo de la justicia. Sin em-
bargo, en caso de ponerse en marcha un modelo más afín al propuesto por los decrecentistas o por los 
defensores de la justicia medioambiental, frenando así el crecimiento, esto podría conducir no solo a 
una fuerte oposición por parte de las élites, sino incluso a un debilitamiento de los apoyos a gobiernos 
democráticamente elegidos, amenazando de hecho a la legitimidad del Estado. Se trata de Estados 
que, si se ven privados de la capacidad de redistribuir a los votantes de las capas más empobrecidas, 
así como de proteger los privilegios de las élites, podrían perder gran parte de su legitimidad y, por lo 
tanto, ver obstaculizada su capacidad de generar cambios.  
 
Esto ha sido analizado tanto por las teorías marxistas sobre el Estado como por las weberianas: según 
los marxistas, cuando un Estado deja de servir a los intereses de las élites propietarias del capital, 



pierde el apoyo de estas; según los weberianos, en cuanto un Estado deja de garantizar la seguridad 
básica y de ser la organización que detenta el legítimo monopolio de la violencia, deja de actuar como 
un Estado. Los autores partidarios de un Estado verde han tratado de resolver este dilema del creci-
miento que afecta a los Estados. Una propuesta en este sentido es la visión de Robyn Eckersley de un 
Estado democrático y ecológico, cuyos ideales de regulación y procedimientos democráticos se basen 
principalmente en criterios de sostenibilidad (Eckersley, 2004). Según esta autora, el “dilema del cre-
cimiento” está lejos de ser inevitable, es más bien un reflejo de circunstancias históricas, sociales e 
ideológicas particulares (Eckersley, 2004). Tales circunstancias dictaron que el Estado adquiriera le-
gitimidad “proporcionando seguridad militar interna y externa, así como seguridad en la regulación 
y aplicación de los contratos. En la actualidad, dicha legitimidad es adquirida principalmente apelando 
a la democracia, a una típica democracia representativa de corte liberal”. El Estado verde va más allá 
de esto y puede definirse como un Estado posliberal con cuatro dimensiones centrales: es un sistema 
de regulación, un aparato administrativo, un corpus de ideas y de conocimiento experto, y un lugar 
abierto a la contestación y a la toma colectiva de decisiones (Duidt, Feindt y Meadcrowcroft, 2016: 7).  
En otras palabras, semejante Estado podría erigirse en protector de la población, no solo frente a in-
tervenciones armadas de fuerzas hostiles, sino —lo que es más importante— frente a las consecuencias 
más duras de la degradación medioambiental y del cambio climático. El papel de promotor del creci-
miento económico es transmutado en un papel de promotor del bienestar general y del buen vivir.  
 
Sin embargo, aunque existe una creciente documentación sobre la existencia de Estados medioam-
bientalistas, tanto en Europa como en Estados Unidos y en el Sur Global (Dryzek et al., 2003; Sommerer 
y Lim, 2016), no está tan claro que estos tengan realmente el potencial de ser transformadores. Los 
Estados medioambientalistas existentes han permitido básicamente nuevas formas de crecimiento 
verde o de modernización ecológica. Pero hay muchas menos evidencias de hasta qué punto son ca-
paces de generar una verdadera transformación sociomedioambiental. Estos Estados sí parecen haber 
logrado proteger a su ciudadanía de los perjuicios medioambientales (por ejemplo, de la contamina-
ción local), pero han tenido mucho menos éxito en una minimización de sus impactos negativos sobre 
el ecosistema, y especialmente en cuanto a la superación de ciertos umbrales planetarios clave rela-
cionados con el clima y la biodiversidad (Hausknost y Hammond, 2020). Esto parece pues apuntar a 
un límite o techo de cristal en relación con lo que puede llegar a hacer el Estado moderno al respecto 
(Hausknost, 2020). 
 
Es más, la literatura sobre el Estado verde no problematiza los dilemas particulares de Estados como los 
latinoamericanos, incluidas las profundas divisiones entre las élites y el grueso de las poblaciones, los 
bajos niveles de integración de estas en el ámbito político y la frecuente existencia de élites que compiten 
con los Estados por el poder en amplias franjas del territorio (O’Donnell, 1993). Muy al contrario, Eckers-
ley presupone explícitamente que los Estados han resuelto los problemas básicos de control territorial 
cuando argumenta que la legitimidad estatal ya no reside en la garantía de una seguridad interna básica, 
sino que reside más bien en el cumplimiento de los presupuestos de las democracias liberales. En seme-
jantes Estados, con un débil control territorial y una escasa legitimidad básica, la dependencia del creci-
miento económico como vía para poder llevar a cabo una redistribución inmediata de la riqueza que 
permita un mantenimiento de los apoyos resulta aún mayor que en otros modelos.  
 
En cuanto a los defensores de una transición verde basada en el decrecimiento o en la justicia me-
dioambiental, estos suelen tener dos planteamientos de respuesta. Algunos tienden a soluciones de 
corte anarquista, es decir, consistentes en debilitar la autoridad del Estado central y basarse en diversas 
formas de gobernanza local que incluyan estructuras de apoyo mutuo y formas autónomas de auto-
gestión (Dunlap, 2020). Sin embargo, la mayoría de las propuestas decrecentistas y de justicia me-
dioambiental realmente parten de la existencia de instituciones con legitimidad y capacidad para 
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introducir los nuevos impuestos, prohibiciones, políticas de bienestar y limitaciones requeridas para 
lograr una transformación. También la mayoría de los movimientos sociales y académicos latinoame-
ricanos que pretenden una descolonización y transformación social dirigen sus demandas a los Estados 
(Machado y Zibechi, 2017). Por lo tanto, la vía más comúnmente buscada es basar el cambio en un 
planteamiento diferente de la ciudadanía y de estructuras pluralistas de autoridad en un determinado 
territorio, que respeten a las diversas culturas y formas de vida, transformando así el Estado pero no 
rechazándolo (Radcliffe, 2012).  
 
Semejante vía se basa a menudo en la teoría gramsciana del Estado. Gramsci rechazaba la distinción 
neta entre Estado y sociedad civil: los Estados no se componen solo de estructuras materiales sino 
también de ideas. Las diferentes ideas se relacionan con las diferentes clases sociales, y la hegemonía 
del Estado se basa en la aceptación de un conjunto específico de ideas sostenidas por grupos de la so-
ciedad civil. Una implicación importante de esta teoría gramsciana del Estado es que su evolución es 
en parte resultado de ideas cambiantes (guerra de posiciones), no solo de actuaciones concretas 
(D’Alisa y Kalis, 2019; Akbulut, 2019). Una de las propuestas consiste pues en reimaginar la razón de 
ser del Estado, que pasaría de fomentar el crecimiento como un medio para promover la seguridad y 
el prestigio nacional (Thurbon et al., 2021) a una visión en mayor consonancia con la mitigación de, y 
la adaptación, al cambio climático, contención de la pérdida de naturaleza y fomento del bienestar so-
cial. Cabría pues imaginarse un Estado cuya razón de ser fuera promover el prestigio nacional en tér-
minos de liderazgo medioambiental, asegurar el liderazgo interno mediante la protección de la 
ciudadanía ante las amenazas medioambientales y garantizar el buen vivir. En cualquier caso, tal cosa 
exigiría un consenso nacional sobre una profunda transformación del Estado.  
 
Esto apunta a un problema más amplio de calidad democrática sobradamente documentado: en so-
ciedades que presentan profundas desigualdades, las élites que se benefician del modelo establecido 
suelen tener una influencia política desproporcionada, tanto a la hora de aupar a gobiernos al poder 
como de influir en la toma de decisiones políticas y en su implementación (North y Clark, 2018; Ams-
den, Di Caprio y Robinson, 2012). En la mayoría de los países, algunas de las élites que perderían más 
con todas estas transformaciones son precisamente las que actúan de principales apoyos del presente 
modelo de Estado, como por ejemplo en países altamente dependientes de la minería y del petróleo 
(Hogenboom, 2015).  
 
 
4. Las reacciones de las élites ante un pacto socioeconómico: 
el ejemplo del Acuerdo de Escazú  

A pesar de todo esto, las vías que podrían conducir a una inclusión de las élites en las transformaciones 
necesarias no se hallan totalmente bloqueadas. Los cambios entre las élites son lentos, pero pueden 
producirse como resultado de alteraciones en el entorno global, en los intereses y en las ideas (Bull, 
2020). Históricamente, Latinoamérica ha experimentado numerosos procesos de transformación apo-
yados por las élites. El mismo proceso de formación de los Estados latinoamericanos puede ser inter-
pretado como una cesión de poder por parte de estas a una autoridad central, debido a un cambio en 
sus intereses (hacia un modelo que requería servicios generalizados que solo un Estado puede asegu-
rar, como infraestructuras o educación) (Soifer, 2013; Kurtz, 2013; Centeno, 2002). Las élites también 
aceptaron la democratización y la inclusión de grupos tradicionalmente excluidos, e incluso se con-
virtieron en promotoras de la democracia y de un nuevo consenso de valores a mediados del siglo XX 
(Higley y Gunther, 1992). Es más, las mismas élites que prosperaron al cobijo de las protecciones del 
Estado experimentaron una reorientación hacia ideas neoliberales en las décadas de los ochenta y de 
los noventa del siglo pasado (Beard, 2001). Si bien, como argumenta López, a pesar de todos estos 
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cambios, el control de las élites y las desigualdades han permanecido (López, 2018). ¿Podría esto llegar 
a repetirse en los acuerdos por una transformación verde?  
 
Un caso cuyo estudio resulta muy interesante de cara a responder a esta pregunta es el Acuerdo de Es-
cazú. La propuesta de este acuerdo hunde sus raíces en la declaración de la Cumbre de Río de 1992, 
que estableció que toda vía hacia un futuro más sostenible había de pasar por una mayor inclusión de-
mocrática, planteamiento que fue ratificado en la conferencia de Río+20 de 2012. Basándose en el 
punto 10 de la declaración de Río, y tras una larga campaña de las organizaciones de la sociedad civil, 
Chile adoptó la iniciativa de lanzar la propuesta de un acuerdo latinoamericano sobre gobernanza me-
dioambiental (Nalegach y Astroza, 2021). Tras seis años de negociaciones, dicho acuerdo fue firmado 
en la ciudad costarricense de Escazú. Se trata de un acuerdo que lo que busca básicamente es demo-
cratizar e institucionalizar la protección del medioambiente, centrándose en el derecho a la informa-
ción, el acceso a la justicia y la protección de los defensores del medioambiente. Aunque este acuerdo 
no posea autoridad supranacional y de hecho subraye la importancia de la soberanía nacional (Balbín, 
2021), de ser respetado e implementado por los Estados firmantes, los países latinoamericanos tran-
sitarían hacia lo que hemos descrito como Estados verdes democráticos. El acuerdo hace numerosas 
referencias a los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 de la ONU y concede mucha 
importancia a la lucha contra las desigualdades. Dedica especial atención a personas y grupos en si-
tuaciones de vulnerabilidad y sitúa la igualdad en el corazón del desarrollo sostenible (Acuerdo de Es-
cazú, p. 1). Con respecto a las diferentes corrientes de planteamientos verdes anteriormente 
comentadas, refleja principalmente una combinación del desarrollo sostenible (expresión que aparece 
a menudo) con la justicia medioambiental, con un fuerte énfasis en la protección de los activistas y en 
la democratización de las políticas medioambientales. Este acuerdo fue firmado por 24 de los 33 países 
de América Latina y el Caribe, en marzo de 2018. La CEPAL, que había promovido y apoyado la idea 
de este acuerdo desde sus inicios, fue elegida Secretariado del mismo.  
 
No obstante, la trayectoria hacia su ratificación y puesta en vigor ha sido de todo menos sencilla. Ha 
habido ocho países (Argentina, Bolivia, Ecuador, México, Nicaragua, Panamá y Uruguay) que lo han 
ratificado de forma rápida y directa. Pero los gobiernos de Brasil, Guatemala y República Dominicana, 
que firmaron el acuerdo, no lo enviaron a sus respectivos Parlamentos para su ratificación. Los Parla-
mentos de Colombia y Costa Rica lo paralizaron durante tiempo, mientras que Chile, Cuba, El Salva-
dor, Honduras y Venezuela se abstuvieron de firmarlo, y el Parlamento de Perú lo rechazó.  
 
Las explicaciones de esto giran en torno a dos factores: la pandemia de COVID-19 defenestró el 
Acuerdo de Escazú de la primera plana de la agenda pública (Bermúdez, 2020) y los bandazos políticos 
en numerosos países, de izquierda a derecha, también explican en parte muchos cambios de actitud 
(Nalegach y Astroza, 2021). Pero esto no explica, sin embargo, por qué, por ejemplo, Costa Rica rechazó 
de repente un acuerdo del que había sido anfitrión, o por qué Venezuela básicamente lo ignoró, mien-
tras que Bolivia en cambio lo acogió con los brazos abiertos. A continuación, vamos a explorar la im-
portancia del papel de las élites para la comprensión del proceso del Acuerdo de Escazú, intentando 
entender las motivaciones de las diversas élites.  
 
4.1. Chile: luchas internas entre las élites y el final de la oposición al Acuerdo de Escazú 
 
Los dos rechazos más sorprendentes a la ratificación del Acuerdo de Escazú han procedido de Chile y Costa 
Rica, los dos principales promotores del mismo. En Chile, el gobierno conservador de Sebastián Piñera 
llegó al poder a comienzos de 2018, tras cuatro años de gobierno de Michelle Bachelet, del Partido Socialista 
y de la coalición Nueva Mayoría. La justificación oficial del gobierno de Piñera para rechazar el acuerdo 
fue que incluía puntos ambiguos y normas que se pretendían imponer a la legislación nacional. Es más, 
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tanto el presidente como su ministro de Asuntos Exteriores argumentaron que firmarlo podría exponer al 
país a demandas por disputas fronterizas no resueltas con Bolivia y Perú (Mora, 2022).  
 
No obstante, hay serios indicios de que estas no fueron las únicas razones. El exministro de Medioam-
biente, Marcelo Mena, apuntó a las fuertes presiones de la principal organización industrial, la Socie-
dad de Fomento Fabril (SOFOFA), como principal razón del rechazo del Acuerdo de Escazú (Claro, 
2020). Otras fuentes señalan la implicación directa del propio Sebastián Piñera, miembro de las élites 
económicas más importantes de Chile, en un proyecto de extracción de recursos altamente contro-
vertido (Jesuitas, 2021). Se vio implicado en el escándalo de las concesiones mineras de Mina Dominga 
a uno de sus mejores amigos, en contra de los consejos de dos comisiones medioambientales. Años 
después ha salido también a la luz que este amigo compró las concesiones a la familia Piñera a condi-
ción de que no se implantaran ya más regulaciones medioambientales (Skoknic y Arellano, 2021). No 
cabe duda de que, de haber entrado en vigor el Acuerdo de Escazú y de ser este respetado, estas trans-
acciones nunca hubieran resultado posibles.  
 
Pero en 2019, solo un año y medio más tarde de la firma del acuerdo, en Chile estalló una revuelta so-
cial. Meses de protestas pacíficas, pero también de vandalismo, saqueos y una brutal represión policial 
y militar, arrojaron un saldo, a la altura del 28 de diciembre de 2019, de 29 personas muertas, casi 2.840 
arrestadas y 2.500 heridas. De estos heridos, 29 perdieron un ojo como consecuencia de pelotazos de 
goma de las fuerzas de seguridad, revelando una estrategia de apuntar directamente a las caras de los 
manifestantes (INDH, 2019). 
 
Una reacción predominante entre la élite económica fue centrar la atención pública en la amenaza 
que suponía la violencia de las protestas, reclamando al Estado que concentrara sus esfuerzos en el 
mantenimiento de la paz social. De hecho, uno de los principales líderes empresariales del país, Juan 
Sutil —de la Sociedad Nacional de Agricultores (SNA)— retiró su financiación de un programa televi-
sivo sobre agricultura de la CNN Chile en protesta por los reportajes de esta cadena sobre la represión 
de las fuerzas de seguridad y la violencia contra los manifestantes (CNN, 2022).  
 
Tras estudiar a las élites económicas (Pelfini, Riveros y Aguilar, 2020), concluyen que las reflexiones 
de estas sobre las manifestaciones o sobre el modelo económico, cuando las hubo, se basaron en una 
vieja ideología de clase con pocas señales de cambios en sus relaciones con los demás actores sociales:  

 
En realidad, el repertorio de reacciones de la élite empresarial muestra que estas últimas tienden 
a ser no-transformativas, y hasta cercanas a la producción de miedo y a la indiferencia respecto 
del contexto y sus demandas. Por ello, planteamos que, si bien pueden constatarse experiencias 
de reflexividad en las élites empresariales chilenas basadas en una disposición autocrítica e in-
trospectiva, las que surgen como resultado de los cuestionamientos al liderazgo empresarial, en 
ellas opera un tipo de reflexividad muy básico que se corresponde más bien con la vieja ideología 
de clase de la que parece estar impregnada la mayoría de los líderes empresariales chilenos (Pel-
fini, Riveros y Aguilar, 2020: 4753).  

 
A pesar de ello, una parte de la élite empresarial reaccionó con un intento de abrir un diálogo en vez de li-
mitarse a un rechazo rotundo de las demandas sociales. SOFOFA, por ejemplo, mantuvo un tono más 
conciliador e intentó abrir un diálogo social en torno a cómo recuperar empleos para mitigar el impacto 
económico. Se adoptaron también nuevas iniciativas para reforzar el diálogo con los trabajadores tras la 
revuelta social y la pandemia4. SOFOFA también promovió la plataforma Juntos por un Chile Sostenible, 

4  https://www.df.cl/economia-y-politica/laboral-personas/sofofa-se-renueva-y-consejeros-ponen-en-la-mesa-las-experien-
cias-para-0.
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iniciativa asociada al Pacto Mundial, que organizó amplios diálogos con el fin de desarrollar propuestas 
conjuntas del sector empresarial sobre los aspectos medioambientales de la Constitución5. Sin embargo, 
el foco se volvió a centrar en el impacto negativo de las revueltas sobre el crecimiento económico. Esta 
asociación industrial estimó que las manifestaciones provocaron la pérdida de 100.000 empleos.  
 
Aun así, el 15 de noviembre de 2020 se alcanzó un amplio acuerdo que esbozó un proceso de redacción de 
una nueva Constitución. Pero SOFOFA era en realidad reticente a aceptar esta demanda de los movimien-
tos sociales de una nueva Constitución que estableciera las bases para un Chile más sostenible y equitativo. 
Así que, cuando en mayo de 2022 se presentó el primer borrador de dicha Constitución, SOFOFA lo criticó 
duramente, especialmente sus apartados relativos a la propiedad privada y al papel del Estado en la eco-
nomía, argumentando que iban a poner en riesgo las futuras posibilidades de crecimiento de Chile6. El 
mencionado borrador se inspiraba claramente en el pensamiento indígena, en la teoría poscolonial lati-
noamericana y en el movimiento decrecentista internacional. Esto se evidenciaba en capítulos que dota-
ban de derechos a la naturaleza, que definían a Chile como un país multicultural y multiétnico, que 
afrontaban el cambio climático y que convertían la diversidad sexual en un derecho constitucional.  
 
Después de que la coalición izquierdista Apruebo Dignidad de Gabriel Boric se hiciera con la presi-
dencia del país y anunciara que uno de los primeros cambios que iba a llevar a cabo era una ágil ratifi-
cación del Acuerdo de Escazú, SOFOFA dejó de bloquearlo. Más bien al contrario, pues intentó 
incorporarlo a su propio trabajo de sostenibilidad mediante la organización de una serie de seminarios 
y debates cuyo principal mensaje era que los estándares medioambientales y la participación social 
en las políticas relacionadas debían ser considerados una señal de fortaleza y una condición para el 
desarrollo sostenible, y no una amenaza:  
 

Para la directora ejecutiva del SEA, quien participó como experta en las negociaciones del Tratado 
y que será responsable de implementarlo en el SEA, aseguró que: “ya no es posible sostener que la 
protección ambiental, o que la participación ciudadana en materia ambiental, sean barreras o ame-
nazas para la inversión o para el desarrollo, sino que más bien son condiciones del desarrollo soste-
nible” […] Asimismo, Durán enfatizó que “existe mucha experiencia y buenas prácticas que 
demuestran que proyectos robustos, con amplio relacionamiento comunitario, transparentes y con 
buenos procesos de participación ciudadana asegurados por el Estado, se fortalecen finalmente”7. 

En otras palabras, las medidas medioambientales han de ser acogidas como un instrumento de mo-
dernización, más que como un obstáculo al desarrollo. El 30 de mayo de 2022, Chile por fin ratificó el 
Acuerdo de Escazú, con la aprobación de por lo menos una parte de sus élites.  
 
4.2. Colombia: presiones desde abajo y desde arriba a unas élites atrincheradas  
 
El proceso que ha conducido a Colombia a ratificar finalmente el Acuerdo de Escazú presenta algunos 
paralelismos con lo ocurrido en Chile. Colombia también tenía un gobierno conservador, dirigido por 
Iván Duque, considerado un estrecho aliado de las élites latifundistas tradicionales del país, que estu-
vieron además también representadas por el expresidente Álvaro Uribe, históricamente el principal 
opositor a los movimientos medioambientalistas colombianos. A pesar de ello, Duque firmó este 
acuerdo en diciembre de 2019. Hubo dos razones principales para ello. La más inmediata e importante 

5  https://pactoglobal.cl/juntos-por-un-chile-sostenible/.
6  https://www.adnradio.cl/economia/2022/05/29/esto-es-un-mal-borrador-presidente-sofofa-critico-texto-preliminar-nueva-
constitucion.html.
7  https://www.diariosustentable.com/2022/04/sofofa-realiza-webinar-con-directora-ejecutiva-del-sea-y-expertos-para-abor-
dar-los-alcances-y-desafios-de-la-implementacion-del-acuerdo-de-escazu/.

¿UN COMPROMISO SOCIAL PARA EL ANTROPOCENO? REACCIONES DE LAS ÉLITES AL ACUERDO DE ESCAZÚ...  [ 14 ]   BENEDICTE BULL



fue el acuerdo entre el gobierno de Duque y el amplio movimiento de protesta que había conducido al 
paro nacional iniciado en noviembre de 2019. La serie de protestas desarrolladas a lo largo de ese año 
presentaba una amplia agenda social que incluía la plena implementación de los Acuerdos de Paz de 
2016, la protección de los defensores del medioambiente y la firma del Acuerdo de Iguazú. Si bien el 
diálogo con el gobierno estaba fracasando en términos generales, uno de sus primeros resultados con-
cretos fue la promesa de Duque de firmar dicho acuerdo y enviarlo al Parlamento8. La segunda razón 
puede deducirse del mensaje de urgencia con el que este presidente envió el acuerdo al Parlamento, 
en mayo de 2020: “[…] ya hay cosas en las que Colombia está muy adelante e inclusive puede ser un 
país que transfiera conocimientos a otros países que estén empezando el ciclo de ratificación”9. Esto 
debe ser interpretado en el contexto del largo proceso de negociación de los Acuerdos de Paz de 2016, 
durante el cual se desarrollaron varios mecanismos de resolución de conflictos altamente avanzados, 
convirtiendo a Colombia en un centro experto en tales cuestiones. Este proceso de estrecha colabora-
ción con la comunidad internacional prometía pues elevar la reputación de Colombia como un país 
de sólidas instituciones y oportunidades económicas.  
 

Sin embargo, el Parlamento fue de todo menos ágil a la hora de abordar este tema. Se dedicó más bien 
a posponer la decisión reiteradamente con diversas excusas. Y entre quienes más presionaron para 
evitar su ratificación cabe destacar una serie de asociaciones empresariales que representan básicamente 
a los miembros más conservadores de las élites colombianas. Pero, en Colombia, las élites siempre han 
estado más divididas y fragmentadas que en Chile. Para empezar, el Estado colombiano se halla más des-
centralizado, por lo que las élites suelen tener un corte más regionalista. De hecho, la gobernanza en Co-
lombia ha sido comparada a una administración indirecta típicamente colonial, en la que una autoridad 
central gobierna mediante pactos tanto con las élites legales como con grupos violentos dispersos en todo 
el territorio, con el fin de mantener su control (Robinson, 2012). En segundo lugar, históricamente las élites 
colombianas se dividen entre una élite tradicional de grupos latifundistas, y una élite industrial y liberal, 
procedente de diversos sectores industriales, así como profesionales liberales capitalinos (Castillo, 1967). 
Una de las principales interpretaciones del acuerdo que se pactó para aplacar la primera serie de protestas 
sociales en Colombia fue que se trató en realidad de un acuerdo entre las dos principales fracciones de las 
élites, más que entre las élites y el pueblo (Hofstetter, 2021). 
 
Pero, a pesar de este pacto, varias organizaciones asociadas a la élite más conservadora siguieron opo-
niéndose ferozmente a la ratificación del Acuerdo de Escazú. Entre ellas se incluían la Federación Nacio-
nal de Ganaderos (FEDEGAN), la Federación Nacional de Avicultores (FENAVI), la Asociación Nacional 
de Industriales (ANDI), el Consejo Nacional Gremial (ACG), la Asociación Colombiana de Petróleos, Fe-
dearroz y Asocoflores. Sus argumentos coincidían bastante con los esgrimidos en Chile: que el acuerdo 
infringía la soberanía nacional, que iba a lastrar importantes proyectos de desarrollo y que resultaba esen-
cialmente redundante, puesto que ya existían instituciones y legislaciones medioambientales en el país. 
FENAVI argumentó: “Nos preocupa ese artículo [el 7.2], porque sería casi como extender la consulta previa 
a cualquier proyecto. Desde abrir un pozo profundo a permisos para mover tierra, eso nos generaría pre-
sión, sobrecostos y la frontera agrícola que se quiere desarrollar va a ser afectada”. El Consejo Gremial 
Nacional también alegó que el acuerdo era esencialmente redundante, habida cuenta de las leyes ya muy 
estrictas al respecto existentes en Colombia (Zamora Quiroga, 2021).  
 
En cuanto a las protestas sociales, estas no cesaron sin embargo con el acuerdo de noviembre de 2019. 
Una vez que se aliviaron las medidas de confinamiento más estrictas debidas a la pandemia de COVID-
19, las protestas volvieron a estallar en mayo de 2021, inicialmente en contra de una nueva ley fiscal 

8  https://www.mutante.org/contenidos/mal-ambiente-acuerdo-escazu-colombia.
9  https://www.mutante.org/contenidos/mal-ambiente-acuerdo-escazu-colombia.
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que incrementaba la carga impositiva sobre las capas más empobrecidas de la población. Pero ense-
guida regresaron a la cabecera de la agenda política temas como las críticas al modelo de desarrollo 
colombiano, la violencia contra los líderes sociales y medioambientales, y las demandas de implemen-
tación de los Acuerdos de Paz y de ratificación del Acuerdo de Escazú. Las protestas fueron respondi-
das con brutal violencia por parte de las fuerzas de seguridad. Tras dos meses de revueltas, en junio 
de 2021 el IICH confirmó 80 muertes, 1.055 arrestos arbitrarios y cientos de personas heridas, incluido 
un gran número de lesiones oculares graves, como ocurrió en Chile. 
 
Sin embargo, las élites centraron toda su atención en el vandalismo y en ataques a comisarías de policía, 
que también se dieron durante las protestas. Se produjeron igualmente numerosos incidentes de sa-
botajes y bloqueos de carreteras que paralizaron numerosas operaciones comerciales durante sema-
nas. De esta manera, se prestaba poca atención a las demandas reales de la población. Estas no eran 
vistas como demandas legítimas, sino más bien como una continuación de las agendas políticas del 
pasado, retrotrayéndose a los tiempos de la lucha armada (Castronovo y Fajardo, 2022).  
 
La COVID-19 y las protestas sociales también sirvieron de excusa al Parlamento para no avanzar en la 
ratificación del Acuerdo de Escazú, y entre los actores más reticentes a abordarla se contaba el propio 
partido del presidente, el Centro Democrático. Fue por lo tanto una sorpresa que Iván Duque realizara 
de repente declaraciones de apoyo a dicha ratificación, durante la COP26 de Glasgow en 2021, afir-
mando que iba a intentar acelerar el proceso10. Si bien es cierto que, en esta ocasión, Duque estaba ha-
blándole a donantes internacionales que se habían implicado en Colombia a raíz del proceso de paz, 
ante los cuales estaba buscando ahora nuevos apoyos.  
 
Así que, a pesar de estas declaraciones, no pasó nada, hasta que el descontento generalizado con el 
modelo de desarrollo, la corrupción y las viejas élites se tradujo en la elección de un nuevo Parlamento 
(marzo de 2022) y del primer presidente izquierdista de la historia del país: Gustavo Petro (junio de 
2022). Petro llegó al poder de la mano de una plataforma que prometía un gobierno para la vida y pre-
sentó los planes más ambiciosos para una transformación verde que se hayan visto nunca en un país 
latinoamericano. Estos se inspiran claramente en los planteamientos de los amplios movimientos so-
ciales colombianos, así como de los defensores de la justicia medioambiental y de los partidarios del 
decrecimiento. El 26 de junio, el nuevo Parlamento ratificó el Acuerdo de Escazú.  
 
4.3. El bloqueo de las élites económicas: Costa Rica y Perú 
 
Si el rechazo inicial del gobierno chileno del Acuerdo de Escazú resultó sorprendente, aún más lo fue 
el rechazo a la ratificación en Costa Rica. El presidente Carlos Alvarado, del partido izquierdista Acción 
Ciudadana, firmó el acuerdo en septiembre de 2018 e inició el proceso legislativo en febrero de 2019. 
El 13 de febrero de 2020, el Parlamento lo aprobó en el primer debate y lo envió a consulta en el Tribunal 
Constitucional. Pero, en marzo de ese mismo año, este tribunal halló un error de procedimiento y el 
proyecto fue devuelto para un nuevo debate parlamentario. Sin embargo, para entonces, la élite del 
sector privado del país ya se había movilizado y la principal cúpula empresarial —la Unión Costarri-
cense de Cámaras y Asociaciones del Sector Empresarial Privado (UCCAEP)— ejerció una enorme 
presión en el Parlamento para que no fuera ratificado. En abril de 2021, justo después de la entrada en 
vigor del Acuerdo de Escazú, la UCCAEP publicó unas declaraciones esgrimiendo seis razones para 
rechazarlo11:  

10  https://www.eltiempo.com/vida/medio-ambiente/minambiente-presento-el-acuerdo-de-escazu-al-congreso-629276.
11  https://uccaep.org/inicio/index.php/comunicados-prensa/60-comunicados-de-prensa/660-acuerdo-de-escazu-va-en-con-
tra-de-la-seguridad-juridica-de-las-empresas-y-la-reactivacion-economica.html.
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• El acuerdo “genera un mecanismo inadecuado de participación pública” que puede paralizar nume-
rosos proyectos de negocio 
 
• Las empresas tendrían que presentar evidencias de que no están provocando daños medioambien-
tales de cara a hipotéticas demandas, lo que podría violar la presunción de inocencia. 
 
• El Estado acordaría conceder “medidas cautelares” a la acusación, lo que podría provocar la parálisis 
de la actividad de la empresa acusada. 
 
• “Excede la base normativa y no incorpora ninguna innovación a lo ya establecido en Costa Rica”. 
 
• No tiene en cuenta el derecho a la confidencialidad. 
 
• Concede el reconocimiento de “autoridad competente” a organizaciones particulares. 
 
Estos argumentos reproducen en gran medida los presentados por las élites empresariales de Chile y 
Colombia. Pero fueron rápidamente refutados por expertos legales en este ámbito de la Universidad 
de Costa Rica, el mayor centro académico del país, que hallaron que las críticas de la UCCAEP se ba-
saban en una interpretación equivocada del contenido y la naturaleza legal del acuerdo12. A pesar de 
ello, el tradicional partido conservador PUSC anunció que ya no estaba dispuesto a ratificar el acuerdo. 
Así que, a pesar de la repetida insistencia del presidente, el acuerdo se quedó atascado en el Parla-
mento13. 
 
Esto supuso una gran decepción para muchas personas, dado el histórico liderazgo de Costa Rica en 
las políticas medioambientales internacionales. De hecho, se podría incluso afirmar que Costa Rica 
es uno de los pocos países del mundo que cuentan con una élite medioambientalista. Esta procede de 
años de políticas y creación de organismos medioambientales que incluyen innovaciones como los 
Pagos por Servicios Ambientales (PSA), planes detallados para una rápida descarbonización del país, 
una cobertura energética basada en un 98% en energías renovables y otros logros diversos, planes e 
instituciones relacionadas con este tema. Un amplio periodo de colaboración entre ONG, investiga-
dores y políticos que ha dado lugar a un nuevo tipo de élite (Tahkokallio y Nygren, 2008).  
 
No obstante, en paralelo, Costa Rica ha estado experimentando en los últimos años un rápido incre-
mento de las desigualdades y del enriquecimiento de una élite económica ubicada en las áreas del in-
terior del país, un proceso que incluso se ha reforzado durante la pandemia de COVID-19 (Cárdenas, 
Robles y Martínez-Vallejo, 2020). Mientras que en países como Chile y Colombia el descontento contra 
el establishment se ha expresado en manifestaciones masivas, en Costa Rica este está siendo capitali-
zado por líderes populistas y religiosos de extrema derecha, con apoyos tanto entre las élites como 
entre los grupos más marginados de las empobrecidas áreas costeras. La primera expresión de este fe-
nómeno fue el éxito electoral de Fabricio Alvarado —pastor evangélico y cantante de góspel— en las 
elecciones presidenciales de 2018, que a punto estuvo de ganar. La segunda expresión se dio en las si-
guientes elecciones de 2022, de las que salió vencedor el outsider político y economista conservador 
Rodrigo Chávez. Nada más asumir el cargo, declaró que el Acuerdo de Escazú no se hallaba en su pro-
grama de gobierno14. 

12  https://radios.ucr.ac.cr/2021/04/doblecheck/uccaep-usa-argumentos-falsos-para-oponerse-al-acuerdo-de-escazu/.
13  https://semanariouniversidad.com/pais/presidente-carlos-alvarado-dice-a-legisladores-que-lo-correcto-es-ratificar-el-
acuerdo-de-escazu/.
14  https://www.dw.com/es/presidente-electo-de-costa-rica-descarta-acuerdo-ambiental-de-escaz%C3%BA/a-61680313.
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En cambio, el rechazo por parte del Parlamento peruano tal vez no resultó tan sorprendente. Perú 
constituye uno de los ejemplos más estudiados de la captura del Estado por parte de las élites y registra 
un largo historial de corrupción política, de la mano de una clase dirigente ampliamente desacreditada 
(Crabtree y Durand, 2017). Es también uno de los países latinoamericanos con mayor número de con-
flictos medioambientales, en parte por culpa de la fuerte dependencia de la minería y de otros sectores 
extractivos con extensas repercusiones en el entorno.  
 
Aunque participó en las negociaciones del Acuerdo de Escazú desde sus inicios, nunca desempeñó un 
papel activo hasta que Pedro Pablo Kuczynski llegó al poder (julio de 2016). El 27 de septiembre de 
2018, Perú firmó el acuerdo. Pero, para aquel entonces, Kuczynski ya había sido sustituido por Martín 
Vizcarra, gracias a la destitución del primero a resultas de la revelación de que había aceptado sobornos 
de la empresa constructora brasileña Odebrecht. El acuerdo fue enviado al Parlamento el 5 de agosto 
de 2019, donde fue inicialmente rechazado en octubre de 2020. A esas alturas, ya se habían iniciado 
presiones de varias organizaciones que representaban los intereses de las élites empresariales. La Con-
federación Nacional de Instituciones Empresariales Privadas (CONFIEP), la Asociación de Exporta-
dores (ADEX), la Cámara de Comercio de Lima y otras nueve asociaciones empresariales anunciaron 
su oposición al acuerdo15.  
 
Sus argumentos giraron de nuevo en torno a la soberanía nacional y a los riesgos de someterse a orga-
nismos supranacionales. Esto fue refrendado por los legisladores conservadores, que expresaron su 
rechazo a toda forma de intervención extranjera (Romo y Sierra Praeli, 2020). Más tarde, el responsable 
de la Unidad de Protección a Defensores de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos 
(CNDDHH) confirmó que la CONFIEP había desempeñado un papel importante en el bloqueo de la 
aprobación del Acuerdo de Escazú16. Y esto a pesar de investigaciones que demostraban que el 65% 
de los conflictos medioambientales más dañinos que había sufrido Perú podrían haber sido evitados 
con unos mejores sistemas de información y participación (Romo y Sierra Praeli, 2020). Pese a ello, 
durante la campaña para las elecciones de 2021, ninguno de los candidatos finalistas tenía intención 
de presionar por una ratificación de este acuerdo. Aunque volvió a ser presentado al Parlamento, fue 
de nuevo rechazado y definitivamente archivado en julio de 202217. En agosto, el volátil y debilitado 
gobierno de Castillo ha nombrado a un nuevo ministro de Asuntos Exteriores: Miguel Rodríguez Mac-
kay ha sido un destacado opositor al Acuerdo de Escazú y se ha reafirmado en ello declarando que con-
sidera este acuerdo una vulneración de la soberanía de Perú18. 
 
4.4. Bloqueo de las élites gubernamentales: Venezuela y El Salvador  
 
Sin embargo, las élites del sector privado no han sido las únicas que han controlado los recursos polí-
ticos y que han sido vehementes oponentes del Acuerdo de Escazú. En otros países han sido las élites 
gubernamentales, que también controlan los recursos económicos, las que han hecho lo mismo. En 
Venezuela y en El Salvador se está dando esta situación, pero por razones diferentes. En Venezuela, el 
trasvase del control sobre los recursos económicos hacia el Estado comenzó bajo el gobierno de Hugo 
Chávez, con la centralización del control del sector petrolero en manos de la presidencia, así como con 
un amplio proceso de expropiación a mediados de la década de 2010 (Vera, 2008; Sánchez Miralles, 

15  https://www.confiep.org.pe/noticias/comunicado-publico-sobre-el-acuerdo-de-escazu/.
16  https://www.ideeleradio.pe/lo-mas-visto/cnddhh-hubo-un-papel-de-la-confiep-en-el-bloqueo-de-la-ratificacion-del-tra-
tado-de-escazu/.
17  https://dialogochino.net/es/clima-y-energia-es/43179-sin-senales-de-apoyo-a-escazu-de-parte-de-los-candidatos-presi-
denciales-de-peru/; https://www.elpais.cr/2022/07/11/parlamento-de-peru-rechaza-ratificacion-de-acuerdo-de-escazu/.
18  https://www.actualidadambiental.pe/nuevo-ministro-de-relaciones-exteriores-es-reconocido-opositor-al-acuerdo-de-escazu/.
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2016). La politizada regulación y distribución de dólares subsidiados sembró las semillas de una nueva 
élite alineada con el Estado (Ellner, 2008; Bull y Sánchez, 2020), al tiempo que el proceso de liberali-
zación durante la presidencia de Nicolás Maduro ha redistribuido el control sobre sectores económicos 
clave y ha consolidado una nueva élite (Bull, Rosales y Sutherland, 2021).  
 
Después del colapso del sector del petróleo en 2016, el gobierno de Maduro hizo un mayor hincapié 
en abrir el país a la minería. Con la apertura del Arco Minero a la inversión extranjera, Maduro buscaba 
compensar las pérdidas por los ingresos del petróleo, aumentando la explotación, entre otros, de oro, 
bauxita, carbón y hierro del país. Sin embargo, estando en medio de una profunda crisis económica y 
política, no logró atraer muchas inversiones legales (Rosales, 2019). Más bien al contrario, la zona está 
controlada por distintos actores armados, cuyas actividades han conducido a un aumento de la defo-
restación y del envenenamiento por mercurio, junto con otros problemas medioambientales. Las con-
diciones sociales son duras y la violencia está muy extendida (Ebus y Martinelli, 2022). Este sector, al 
igual que otros tantos, se gestionaba con una opacidad casi total. Y las violaciones de los derechos hu-
manos y los ataques contra los defensores del medioambiente, así como contra los grupos indígenas, 
han aumentado (Prince Torres, 2021). 
 
En medio de todo esto, el gobierno venezolano ha mantenido un mutismo absoluto sobre el Acuerdo 
de Escazú. El acuerdo no ha sido firmado ni ha sido ratificado, y ni siquiera ha sido discutido en el país, 
a pesar de los intentos de presión a favor de su adopción que han hecho importantes ONG de los dere-
chos humanos y el medioambiente19. Parecería que la discusión sobre el Acuerdo de Escazú podría 
haber sido una nueva oportunidad para que Nicolás Maduro denunciara la interferencia extranjera en 
los asuntos internos, lo que ha sido una constante de su discurso. Sin embargo, básicamente, lo que 
ha hecho ha sido no mencionarlo en absoluto. 
 
Esta también ha sido la estrategia utilizada por el gobierno de Nayib Bukele en El Salvador. Bukele llegó 
al poder arrasando en las elecciones en 2019, eclipsando tanto a la tradicional élite del país —agrupada en 
la asociación empresarial ANEP y en el partido ARENA (en el poder entre 1989 y 2009)— como a una élite 
alternativa asociada con el partido de la antigua guerrilla, el FMLN, y con una red de empresas fundadas 
con la iniciativa ALBA, apoyada por Venezuela (Lemus, 2014). Representaba, en cierto modo, una nueva 
élite árabe que había provocado una ruptura en la élite tradicional (Robles Rivera, 2018). Sin embargo, 
básicamente se trataba de un inteligente creador de campañas mediáticas y un populista en busca del 
control total sobre el Estado salvadoreño, cosa que logró (Tobar, 2020).  
 
En temas medioambientales, El Salvador cuenta con unos cuantos movimientos sociales que han pre-
sionado por temas que van desde la mejora de la gestión de los recursos hídricos al control de los pes-
ticidas, el apoyo a los pequeños granjeros frente a las grandes industrias dirigidas a la exportación y la 
oposición a megaproyectos como la minería. Aunque la gobernanza medioambiental en general es de-
ficitaria, estos movimientos han logrado algunas victorias como la moratoria sobre la minería y su pos-
terior prohibición en 2017 (Bebbington, Fash y Rogan, 2019). Sin embargo, en líneas generales, las 
élites tradicionales del país han logrado bloquear muchas iniciativas, incluso cuando el FMLN estaba 
en el poder (Bull, Cuéllar y Kandel, 2015).  
 
En 2020, Bukele anunció que no firmaría el Acuerdo de Escazú, alegando la necesidad de acelerar la 
construcción de viviendas en lugar de preocuparse por un acuerdo internacional. Sin embargo, para 
entonces, ya tenía un terrible historial medioambiental: había flexibilizado las concesiones medioam-

19  https://www.examenonuvenezuela.com/democracia-estado-de-derecho/en-colombia-peru-y-venezuela-es-inaplazable-la-
ratificacion-y-adhesion-al-acuerdo-de-escazu;https://provea.org/opinion/para-cuando-el-acuerdo-de-escazu/.
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bientales y reducido el presupuesto del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales (MARN). 
Él y sus hermanos también utilizaron el poder gubernamental para invertir en varios proyectos, algu-
nos en el sector de la vivienda, ignorando la normativa medioambiental20. Todo esto sucedió en medio 
de un rápido deterioro de las condiciones democráticas y de una atmósfera de miedo que llevó a los 
defensores del medioambiente a callarse o huir del país21. 
 
Por otro lado, el control de Bukele sobre todos los resortes del Estado y su aplastante apoyo público 
hicieron que las élites económicas tradicionales también se mantuvieran calladas. En cualquier caso, 
en la élite tradicional, la conciencia sobre los temas medioambientales y climáticos en general era re-
lativamente baja. Sin embargo, debido a, entre otras cosas, situaciones alarmantes relacionadas con 
el cambio climático y la escasez de agua, y a ciertas experiencias históricas, como el conocido como 
“suicidio medioambiental” del sector del algodón (Hecht et al., 2006), entre las élites más tradicionales 
también había defensores del medioambiente (Bull, 2017). En cualquier caso, aunque parte de las élites 
empresariales podían aceptar una normativa medioambiental más estricta, eran mucho más reacias 
a ceder influencia y poder a los movimientos medioambientales, a los que consideraban antidemo-
cráticos y alineados con los corruptos gobiernos locales y nacionales. Por lo tanto, aunque el control 
absoluto del gobierno de Bukele ha hecho que la tradicional élite empresarial tuviera poco que decir 
en la decisión de no adoptar el Acuerdo de Escazú, es muy probable que al menos parte de dicha élite 
se hubiera puesto en contra del mismo.  
 
 
5. Las élites y los pactos socioambientales: ¿qué podemos aprender  
del proceso de Escazú? 

Wilfredo Pareto, en uno de los referentes clásicos del estudio de las élites, hizo una afirmación que se 
hizo famosa, según la cual las élites siempre existirán y siempre tendrán una influencia privilegiada 
sobre las decisiones cruciales en la sociedad. Si queremos entender cómo cambiar las sociedades, de-
bemos entender también cómo cambian las élites. Las élites gobernantes, argumentaba Pareto, van 
siendo reemplazadas por otras familias y grupos de las clases inferiores que ascienden poco a poco, 
en un lento proceso de circulación de las élites (Pareto, 1997). Y ciertamente es esta circulación, y no 
solo la construcción de sujetos políticos entre las clases desposeídas, lo que impulsa el cambio social. 
 
El Acuerdo de Escazú es quizás el pacto sociomedioambiental más importante que se haya desarrollado y 
acordado nunca en Latinoamérica. Es de especial importancia, no solo por ser regional, sino porque prevé 
la profundización y la consolidación de la democracia como el camino para el cambio social. Desde esta 
perspectiva intenta distanciar a Latinoamérica de los modelos asiáticos de medioambientalismo autoritario 
(Han, 2017; Chen y Lees, 2016), al tiempo que aborda los excepcionales retos de desigualdad y violencia 
contra los defensores del medioambiente a los que se enfrenta. Por lo tanto, las reacciones de las élites con-
tra el Acuerdo de Escazú nos pueden enseñar mucho sobre la posibilidad de lograr el apoyo de estas mismas 
a amplios acuerdos sociales que tengan como objetivo la transformación verde.  
 
De los casos vistos más arriba podemos sacar las siguientes conclusiones: en primer lugar, las élites 
son especialmente reacias a involucrarse en acuerdos que puedan cambiar las instituciones o, dicho 
de otra manera, que puedan exigirles jugar de acuerdo con reglas en las que influyan otros actores que 
no sean ellas. Ese miedo aumenta cuando esta influencia se ve fomentada por instituciones interna-
cionales, de tal manera que, aunque el Acuerdo de Escazú no prevé la supranacionalidad en su versión 

20  https://gatoencerrado.news/2020/09/25/bukele-prioriza-proyectos-urbanisticos-antes-que-firmar-el-acuerdo-de-escazu/.
21  Entrevistas, San Salvador, enero de 2022. 
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tradicional, ha sido interpretado por parte de las élites como una cesión de soberanía. Esto se explica 
en parte simplemente debido a una profunda desconfianza tanto en los actores como en las institu-
ciones que lo defienden. Las élites temen que los movimientos sociales utilicen esta ley de la misma 
manera que, históricamente, muchas de ellas han venido usando las leyes: básicamente, como armas 
que blandir contra el enemigo, cuando se considera útil.  
 
En segundo lugar, aunque parece bastante evidente que cuando se insufla una enorme presión desde 
abajo a un proceso político y se logran cambios, esto puede impulsar positivamente la adopción de 
amplios acuerdos —como ha sucedido en Chile y en Colombia recientemente—, también hay signos 
de que esto puede modificar la actitud empresarial. Todavía es pronto para sacar conclusiones sobre 
el impacto que han tenido los cambios gubernamentales en Colombia en la actitud del sector empre-
sarial hacia el Acuerdo de Escazú. Sin embargo, en Chile, una vez adoptado, por lo menos el sector 
más modernizador de las élites empresariales ha intentado entender sus implicaciones y los cambios 
necesarios para cumplirlo. Esto supone un importante cambio con respecto al rechazo frontal, basado 
en parte en premisas falsas.  
 
En tercer lugar, aunque las élites empresariales más modernizadoras puedan asumir amplios acuerdos, 
siempre intentan inclinar la balanza hacia las partes más afines a la visión del crecimiento verde. Hay, en 
cambio, muy poco apoyo empresarial a la visión del decrecimiento, ni siquiera a la de la justicia medioam-
biental. La élite empresarial sigue haciendo hincapié en el crecimiento y el desarrollo incesantes. Si las élites 
se implican de forma más profunda en los nuevos sectores de energías renovables, pueden llegar a conver-
tirse en importantes promotores de un cambio hacia el desarrollo sostenible o en pos de una visión de cre-
cimiento verde. Esto puede suponer tensiones en las discusiones sobre los medios concretos para poner en 
práctica los acuerdos una vez adoptados. La promesa del nuevo gobierno colombiano de acabar con las 
prospecciones de petróleo va a suponer una importante prueba para el acuerdo interno.  
 
En cuarto lugar, la presión externa puede influir notablemente en el posicionamiento de las élites. En 
el caso de Colombia especialmente, el deseo de las élites empresariales por atraer nuevas inversiones 
logrando una reputación para Colombia como país organizado, con un sólido imperio de la ley, puede 
haber sido la motivación del presidente Iván Duque para resistir en parte la presión en contra del apoyo 
al Acuerdo de Escazú. Pero, como hemos visto, esta presión puede ser contrarrestada recurriendo a la 
inacción, más que al rechazo frontal. Sin embargo, no debe descartarse como fuente de influencia.  
 
En quinto lugar, como hemos visto, cuando estudiamos la relación entre las élites y los pactos socioam-
bientales, no deberíamos limitarnos a estudiar las élites económicas tradicionales. Como se muestra 
en los casos de Venezuela y El Salvador, líderes autoritarios con ambiciones de lograr control sobre re-
cursos económicos y ningún deseo de establecer sistemas de gobernanza democráticos y transparen-
tes, pueden convertirse en un obstáculo igual o mayor para el logro de acuerdos socioambientales que 
potencialmente puedan contribuir a una transformación verde.  
 
Hay muchos casos que no hemos estudiado en este artículo: en Guatemala, la principal organización 
empresarial CACIF bloqueó rápidamente cualquier conversación sobre el Acuerdo de Escazú; en Hon-
duras —la patria de Berta Cáceres, cuyo sangriento asesinato fue honrado con un minuto de silencio 
durante la ceremonia de la firma del Acuerdo de Escazú—, tan solo un puñado de ONG han intentado 
situarlo en la agenda política; el gobierno de Bolsonaro, en Brasil, ha sido igual de eficaz a la hora de 
ignorar el acuerdo. Sin embargo, también hay muchos países que no han rechazado el acuerdo: tanto 
México como Ecuador tienen antiguas y poderosas élites empresariales que se han abstenido de hacer 
campaña en contra del mismo. Bolivia y Argentina también han evitado una respuesta negativa, a 
pesar de los cambios de gobierno. Nicaragua es un país autoritario donde el gobierno de Ortega con-
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trola cada vez más cuotas de la economía, y normalmente rechaza cualquier forma de acuerdo inter-
nacional o de interferencia a favor de que se respete la democracia o los derechos humanos. Aquí las 
voces escépticas temen que la facilidad con que se ha adoptado el acuerdo signifique una falta de in-
tención de cumplir con sus obligaciones.  
 
A pesar de todo, el proceso de adopción del Acuerdo de Escazú puede ilustrarnos bastante sobre si po-
demos concebir, y cómo, las reacciones de las élites ante unos pactos sociomedioambientales que son 
de una importancia crucial para la supervivencia de Latinoamérica en el Antropoceno. 
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